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 León, Guanajuato, a 30 treinta de junio del año 2010, dos mil diez. . . . .  . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 063/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JUAN MARTÍN ISRAEL ROBLEDO GUERRERO, en contra del Agente de Tránsito Leobardo López Silva, del Oficial ahora Arbitro Calificador Licenciado Osbaldo Huerta Bermejo y de la Directora General de Ingresos; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que haciendo un estudio integral de la demanda, se concluye que el actor impugna los actos administrativos siguientes: a).- El acta de Infracción número T 3854517, de fecha 14 catorce de febrero del año 2010, dos mil diez; b).- La calificación de la referida acta de infracción; c).- El estado de cuenta de fecha 15 quince de febrero del mismo año; d).- La calificación de la infracción emitida por el arbitro calificador demandado; y, e).- El recibo número 73735 2, por la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional). En autos de la presente causa administrativa se encuentra acreditada la existencia del primer acto con el original de la referida acta de infracción; la existencia  del segundo y tercero actos se demuestra con el original del mencionado estado de cuenta; la existencia de la calificación de la infracción emitida por el oficial ahora arbitro calificador demandado, se justifica con el original de la boleta de control de fecha 13 trece febrero del año en curso; y, la existencia del recibo número 73735-2, se acredita con su original. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro siguiente: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora General de Ingresos aduce que el acto que se le imputa es inexistente, ya que el documento anexado por el actor no es un acto administrativo, al carecer de nombre del funcionario, sello, logotipo y firma; estimando el sentido de este argumento este Órgano de Control de legalidad procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en virtud de que actor impugna la calificación de la infracción de tránsito y el estado de cuenta de fecha 15 quince de febrero del año 2010, dos mil diez y por lo que hace a la calificación de la infracción imputada de tránsito, es un hecho notorio que a través del equipo de cómputo del Departamento de Infracciones de la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal, se llevó a cabo la calificación de la infracción y generalmente el formato del estado de cuenta es elaborado y expedido por el personal subordinado a la autoridad fiscal demandada que tiene a su cargo el equipo de computación del Departamento de Infracciones de la citada Dirección de Ingresos, además son expedidos a los particulares para informarles el monto de los créditos fiscales previamente determinados y liquidados a su cargo e incluso con base a estos estados de cuenta se facilita el entero del monto del crédito fiscal, o en su defecto, se ordena el requerimiento de pago respectivo. . . . . . .  . . . . . . . 

Ante la inoperancia de esta causal de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . .  . . . 
CUARTO.- Que en el punto de conceptos de impugnación de la demanda, el actor expresa diversos argumentos unos dirigidos a demostrar la indebida fundamentación y motivación como causa de ilegalidad del acta de infracción de transito, de su calificación y de su estado de cuenta; y, otros enderezados a demostrar carencia de fundamentación y motivación del recibo número 73735 2, así como la violación de la garantía de audiencia que origina la ilegalidad de la calificación de la infracción. De este modo, para una mejor comprensión de esta sentencia dichos conceptos de impugnación se analizará cada argumento por separado de manera sucesiva en los párrafos siguientes, con excepción de la argumentación dirigida al referido recibo, por las razones expresadas más adelante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que en el capítulo de hechos de la demanda, respecto al acta de infracción T 3854517, el actor niega que en algún momento haya zigzagueado; y, en el primer párrafo del punto de conceptos de impugnación en lo esencial sigue manifestando que la citada acta no cumple con lo establecido en los artículo 14 y 16 de nuestra Carta Magna en relación con lo establecido en los artículo 137, fracciones II y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios, ya que carece de fundamentación y motivación; que respecto a la motivación no señala detalladamente las circunstancias de tiempo modo y lugar en que ocurrieron los hechos, ya que no indicó el lugar exacto, sentido o dirección en que circulaba, entre que retornos, avenidas y ello produce confusión y obscuridad del lugar en que se cometió la infracción; aunado que la conducta reprochada en al acta de infracción se plasmó como “circular en zig-zag” y de acuerdo a lo establecido en el artículo 7, fracción IX del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, no se desprende como infracción circular en zig-zag. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el actor en el capítulo de hechos de la demanda manifiesta en forma expresa que iba circulando en su vehículo por el Boulevard Vicente Valtierra, con dirección al Boulevard la Luz, cuando una patrulla de Tránsito, le hizo la señal de detener la marcha y que el  Agente de Tránsito le comento que había maniobrado mal, es decir zigzagueado hecho que negó y niega en esta demanda, ya que en ningún momento zigzagueó; y por su parte, el Agente de Tránsito, no contestó la demanda; de ahí resulta que, conforme a lo estipulado por el artículo 279, tercer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se tienen por ciertos los hechos expresados por el actor en la demanda, en consecuencia, en la especie existe la certeza de estos hechos, por tanto, es cierto que el ciudadano Juan Martín Israel Robledo Guerrero, el día que le fue levantada el acta de infracción combatida, conducía el vehículo marca Pontiac, modelo 2007, dos mil siete, color gris y placas de circulación GMP 83 40, sin zigzaguear, pues en autos de esta causa administrativa no obra ningún medio convictivo ni se aprecia hecho notorio alguno, que contradiga la certeza de lo manifestado por la parte actora. . . .  . . .  

Siendo lo anterior así, resulta evidente que el ciudadano Juan Martín Israel Robledo Guzmán, no cometió la infracción de tránsito que se le imputan y que consiste en circular cambiándose de un carril a otro, es decir, en zig-zag, de esta manera, el acta impugnada se encuentra indebidamente fundada en el artículo 7, fracción IX, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato y por consecuencia incorrectamente motivada, toda vez que la conducta desplegada por el justiciable no es posible encuadrarla en la hipótesis jurídica prevista como infracción administrativa, en el citado precepto legal, que se invocó como apoyo legal del acta combatida, por tanto, al no existir prueba alguna que destruya la confesión ficta que produce la falta de contestación a la demanda, resulta procedente la argumentación jurídica en el sentido de que el impetrante no cometió la infracción que se le imputa, de este modo, el acta a debate, se encuentra indebidamente fundada y motivada, en consecuencia, resulta claro que no se colma el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que, resulta ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, si el acta de infracción impugnada trae como consecuencia la calificación y el estado de cuenta, entonces el acta de infracción afectada de nulidad, asume el carácter de acto principal y los otros dos actos tiene el carácter de accesorios, por lo que no existe impedimento para declarar la nulidad de la calificación de la infracción y del estado de cuenta del 15 quince de febrero del año 2010, dos mil diez, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, el acta de infracción combatida es ilegal, pues como se dijo en supralíneas, ésta se encuentra indebidamente fundada y motivada, circunstancia que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, al aplicarse incorrectamente el artículos 7, fracción IX, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por consiguiente, de acuerdo a lo previsto en los artículos 300, fracciones II y VI, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción  número T-3854517 y los actos consecuentes como lo son la calificación que recayó a la citada infracción de tránsito y el estado de cuenta de fecha 15 quince de febrero del año 2010, dos mil diez; y, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena a la Directora General de Ingresos para que haga la devolución de la garantía exigida a la parte actora para garantizar el pago de la sanción económica que e su caso se le aplicare, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado en forma inmediata la entrega al actor de dicha garantía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El actor sigue manifestando en el párrafo séptimo, segunda parte, del punto de conceptos de impugnación que se advierten violaciones al procedimiento administrativo para la calificación e impugnación de la sanciones previsto en los artículos 212 al 225 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con los artículos 34, 35 y 36 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, pues se paso por alto derechos esenciales como la garantía de audiencia. En tanto que, el Oficial ahora  Arbitro Calificador en esencia aduce en su contestación respecto al séptimo párrafo del punto de conceptos de impugnación que no razona las causas porque se le ha dejado en estado de indefensión, pues se le otorgo el derecho de audiencia. . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De un análisis de lo argüido respecto al no respeto de la garantía de audiencia, se concluye que el actor indica el Ordenamiento y el precepto Legal violado en su perjuicio, así como la argumentación lógica y jurídica tendente a justificar dicha violación, de la cual se desprende la causa de pedir, pues los artículos invocados exigen el respeto de la garantía de audiencia. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. .  . . 
Así las cosas, el Oficial ahora Arbitro Calificador, conforme a lo establecido por el artículo 34 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, tiene que substanciar el procedimiento de calificación de la falta en una sola audiencia y las formalidades para desarrollar dicha audiencia las establece el artículo 35 del mismo Reglamento,  numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 35.- La audiencia se desarrollará de la siguiente manera:


I.- Se inicia con la declaración del elemento de la policía municipal que hubiere practicada la detención y/o la presentación, o en su ausencia, con la toma de nota de las constancias aportadas por aquel, o con la declaración del denunciante si lo hubiere;


II.- A continuación se recibirán los elementos de prueba disponibles; 

III.- En seguida se escuchará al probable infractor detenido, por si o por conducto de su defensor o de la persona que lo asista, o por ambos si así lo desea; y, 


IV.- Finalmente, el oficial calificador resolverá fundando y motivando su resolución conforme a las disposiciones de éste y otros ordenamientos. La resolución se notificará verbalmente o por  escrito a la  persona autorizada para los efectos a que haya lugar.”
Este numeral garantiza al presunto infractor la defensa previa, pues antes de la determinación de la comisión de la infracción y de la imposición de la sanción, debe dársele la oportunidad de que ofrezca y desahogue pruebas, de expresar alegaciones por sí o a través de su defensor y la emisión de una resolución fundada y motivada; sin embargo, es el caso que, la autoridad demandada no acredita haberle otorgado el derecho de defesa a la parte actora antes de tomar la determinación de la comisión de la infracción administrativa y la imposición de la sanción, por conducir un vehículo de motor en estado de ebriedad; ya que de un minucioso análisis de la Boleta de Control, aportada por el Arbitro Calificador demandado para justificar el respeto de ese derecho, se concluye que no se le dieron a conocer al justiciable de manera pormenorizada los hechos que constituyen la infracción que se le imputa, ni la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, ni se le hizo saber de manera expresa y detallada que tenía el derecho a ser asistido por un defensor o por una persona de su confianza, lo anterior es así, en virtud de que esta autoridad demandada en el documento denominado “Boleta de Control” se limitó a anotar en lo conducente que “ …previo a darle a conocer el motivo por el cual se encuentra en esta audiencia y  los derechos que otra leyes le conceden manifiesta…”, bajo estas circunstancia, existe una irregularidad en el desarrollo de la audiencia de calificación de la infracción imputada al impetrante, dado que como se dijo en supralíneas no se le detallaron los hechos que se le reprochan, ni se le explica cuales son los derechos que tiene, amén de no se le expresan los nombres o denominaciones del Reglamento y de las otras Leyes, por tal motivo es evidente que al justiciable no se le respetó su derecho de defensa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando lo anterior, conforme al citado artículo 35, la garantía de defensa previa comprende que la autoridad antes de imponer la sanción consistente en arresto o en multa, debe bridarle al presunto infractor la oportunidad de conocer las faltas que se le imputan y de alegar en su defensa. Sin embargo, es el caso que la autoridad demandada no acredita haberle otorgado a la parte actora previamente a la imposición de la sanción combatida el derecho de defesan previa, dado que la Boleta de Control, que aporta a fin de justificar que respetó al actor su derecho de audiencia, carece de valor probatorio. Respecto a la boleta de control, cabe resaltar que, por un lado, en su parte inferior izquierda se advierte que fue impresa con fecha 04 cuatro de marzo del año 2010, dos mil diez, lo que nos da la presunción de que esa boleta no fue impresa en presencia del actor, ni al momento de la calificación de la infracción que se le imputa al actor; y, por otro lado, en autos de la presente causa administrativa no existe elemento de convicción del que se desprende o demuestre que la resolución que consta en el documento denominado “Boleta de Control”, se le haya notificado verbalmente o por escrito al ciudadano Juan Martín Israel Robledo Guerrero, ahora si bien es cierto que la calificación de la infracción se lleva a cabo de manera oral, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 29 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, pero también es verdad que conforme a lo estipulado por el artículo 15, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda diligencia practicada de manera oral, deberá documentarse inmediatamente su desarrollo, siendo lo expuesto de este modo, se concluye que no se respetó al demandante el derecho de audiencia prevista y regulada por las diversas fracciones del multireferido artículo 35, por lo que existen vicios procedimentales, que originan la ilicitud de la calificación de la infracción a través de la cual se le aplica la sanción de multa al actor. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al no respetarse las formalidades establecidas en el artículo 35 del invocado Reglamento de Policía, para desarrollar la audiencia prevista en el procedimiento de calificación de las faltas, trae como consecuencia la ilegalidad de la calificación de la infracción en la cual se aplicó la sanción de multa al actor, al carecer del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia  Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 
De este modo, la calificación de la infracción imputada al actor es ilegal, irregularidad que a su vez origina la ilegalidad del recibo número 73735 2, por tal virtud estos dos actos se encuentran afectados de nulidad, circunstancias irregulares que afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio los artículos 4 de la citada Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el 35 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato; de este modo, de conformidad a el artículo 300, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad de la calificación de la infracción atribuida al actor y del recibo número 73735 2 de fecha 13 trece de febrero del año 2010, dos mil diez; la anterior nulidad es para el efecto de que el oficial ahora arbitro calificador cite de nueva cuenta al actor a la audiencia de calificación, respetando su derecho de audiencia con las formalidades prevista en el referido artículo 35, por lo que debe citar al presunto infractor a la audiencia de calificación respectiva, dándole la oportunidad de ofrecer pruebas y de alegar lo que a su interés convenga, concediéndose a la autoridad competente el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada esta sentencia, para celebrar dicha audiencia, debiendo informar y exhibir a este Juzgado las constancias relativas a la multicitada calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . .  

Por último, sobre el particular cabe aclarar que la procedencia de la argumentación lógica y jurídica enderezada respecto al derecho de audiencia previa analizada en el considerando que antecede excluye el estudio de los demás argumentos enderezados respecto a los dos siguientes aspectos: la carencia de fundamentación y motivación del recibo número 73735 2, de fecha 13 trece de febrero del año 2010, dos mil diez, por la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional); y, la transgresión del artículo 21, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Mexicanos, agravios señalados en otros párrafos del punto de conceptos de violación de la demanda. De esta manera, en la especie sólo se entró al estudio de la garantía de audiencia, en razón de que constituye una violación de carácter formal en el procedimiento administrativo, por ello, no se analizaron las demás cuestiones aducidas en la demanda; además, primero se da la fase de ofrecimiento, desahogo de pruebas y alegatos, y posteriormente viene la calificación de la infracción, fase en donde se funda y motiva la comisión de la falta y se aplica la sanción de carácter económico y como constancia del pago de la multa se expide el recibo de referencia. Al respecto resulta ilustrativa la Tesis de Jurisprudencia con número de registro: 213.013, en materia(s): Común, localizada en la Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.75, Marzo de 1994. Tesis: V.2o. J/87. Página: 55, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION POR VICIOS DE FORMA DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDENCIA EXCLUYE EL EXAMEN DE LOS QUE SE EXPRESAN POR FALTAS DE FONDO (AUDIENCIA, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL ACTO EN CITA). Cuando se alegan en la demanda de amparo violaciones formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia o en la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y tales conceptos de violación resultan fundados, no deben estudiarse las demás cuestiones de fondo que se propongan, porque las mismas serán objeto ya sea de la audiencia que se deberá otorgar al quejoso o, en su caso, del nuevo acto, que emita la autoridad; a quien no se le puede impedir que lo dicte, purgando los vicios formales del anterior, aunque tampoco puede constreñírsele, a reiterarlo.”. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, VI y 302 fracciones II y III, del  Código de  Procedimiento  y Justicia  Administrativa para el  Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . . .  . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción T-3854517, de su calificación y del estado de cuenta de fecha 15 quince de febrero del año 2010, dos mil diez, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se ordena a la Directora General de Ingresos para que haga la devolución de la garantía exigida a la parte actora dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado en forma inmediata la entrega al actor de dicha garantía, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se declara la NULIDAD de la calificación de la falta a través de la cual se impone al actor una multa por la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), por conducir un vehículo en estado de ebriedad y del recibo número 73735 2, para el efecto de que el Oficial ahora Arbitro Calificador demandado reponga el procedimiento administrativo, a partir de la audiencia de calificación respetando las formalidades establecidas en el artículo 35 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado en forma inmediata el cumplimiento dado esta resolución, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 6 seis tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 30 TREINTA DE JUNIO DEL AÑO 2010, DOS MIL SIEZ,  DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 063/2010-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

